INFORME DE PONENCIA PARA PRIMER DEBATE AL PROYECTO DE LEY 59 DE 2011 SENADO, 020 DE 2010 CÁMARA 
por medio de la cual se crea la figura de la declaración de ausencia por desaparición forzada. 

Bogotá, D. C, noviembre 29 de 2011
Honorable Senador
LUIS FERNANDO VELASCO CHAVES
Presidente Comisión Primera Constitucional
Senado de la República
E. S. D.
Respetado señor Presidente:
En cumplimiento del encargo hecho por la Mesa Directiva, de la Comisión Primera Constitucional Permanente del Senado de la República y acatando el Reglamento del Congreso en sus artículos 156, 157 y 158 de la Ley 5ª de 1992, me permito rendir informe de ponencia para primer debate ante la Comisión Primera Constitucional Permanente del Senado de la República, al Proyecto de ley número 59 de 2011 Senado, 20 de 2010 Cámara, por medio de la cual se crea la figura de la declaración de ausencia por desaparición forzada, teniendo en cuenta las siguientes consideraciones:
Antecedentes del Proyecto de ley
El Proyecto de ley es iniciativa del honorable Representante a la Cámara, doctor Guillermo Rivera Flórez. Por el tema de la materia, fue repartido a la Comisión Primera de la honorable Cámara de Representantes y la mesa directiva de esa corporación, en ejercicio de sus funciones, designó como ponente para primer y segundo debate a los honorables Representantes Guillermo Rivera Flórez, Alfredo Bocanegra, José Rodolfo Pérez, Germán Navas Talero y Rosmery Martínez, quienes presentaron ponencias positivas tanto para primer como para segundo debate, siendo aprobadas satisfactoriamente. Transcurrido este trámite, es remitido a la Comisión Primera del Senado de la República, donde se me nombra como ponente para primer debate.
Objeto del Proyecto de ley
El Proyecto de ley tiene por objeto, según se desprende de la exposición de motivos, instituir la figura de ¿declaración de ausencia por desaparición forzada¿, aplicable a la situación de aquellas personas, que habiendo desaparecido, no se tenga noticias de su paradero. De igual manera se dirige a la protección de los derechos de los familiares de las personas desaparecidas y de sus bienes y patrimonios, sin dejar de lado la lucha contra la impunidad y la necesidad imperiosa de adoptar medidas eficaces a cargo del Estado, para prevenir y evitar las desapariciones forzadas y otras formas de desaparición, mediante la adopción de políticas públicas que investiguen, juzguen y sancionen este delito, garantizando a las familias, que la búsqueda de sus seres queridos desaparecidos, alcance los resultados que se esperan en un Estado Social y Democrático de Derecho.
Consideraciones
Actualmente la trágica situación de miles de personas desaparecidas, como consecuencia de la situación de conflicto armado o de violencia interna en el país, coloca en antesala un segundo escenario, el de los familiares de las víctimas. Padres, hermanos, cónyuges e hijos, en espera de una noticia que reduzca en algo la larga y desesperada angustia por su imprevista ausencia, desconociendo generalmente en la mayoría de los casos lo que les ha sucedido. Es aquí donde entran a jugar un papel importante las autoridades gubernamentales, a quienes les compete en primacía actuar con determinación y celeridad, para prevenir las desapariciones, e incluso la realización de secuestros y desapariciones forzadas, así como la averiguación del paradero de las personas desaparecidas y las circunstancias en que estas se dieron.< /o:p>
Ahora bien, el respeto del derecho constituye una salvaguardia y favorece la resolución de los casos de desaparición, es así que la normatividad establecida en el derecho internacional humanitario, se configura con la finalidad de evitar las desapariciones en situación de conflicto armado o de violencia interna para lo cual me permito citar algunas normas del derecho internacional humanitario sobre la materia.
1. Convenio de Ginebra (I) del 12 de agosto de 1949 para aliviar la suerte que corren los heridos y los enfermos de las fuerzas armadas en campaña.
2. Convenio de Ginebra (II) del 12 de agosto de 1949 para aliviar la suerte que corren los heridos, los enfermos y los náufragos de las fuerzas armadas en el mar.
3. Convenio de Ginebra (III) del 12 de agosto de 1949 relativo al trato debido a los prisioneros de guerra.
4. Convenio de Ginebra (IV) del 12 de agosto de 1949 relativo a la protección debida a las personas civiles en tiempo de guerra.
5. Protocolo adicional a los Convenios de Ginebra del 12 de agosto de 1949, relativo a la protección de las víctimas de los conflictos armados internacionales (Protocolo I), de 1977.
6. Protocolo adicional a los Convenios de Ginebra del 12 de agosto de 19 49, relativo a la protección de las víctimas de los conflictos armados sin carácter internacional (Protocolo II), de 1977.
Derecho Internacional de los Derechos Humanos
1. Pacto Internacional de derechos civiles y políticos, 1966.
2. Convención sobre los derechos del niño, 1989.
3. Convención Internacional para la protección de todas las personas contra las desapariciones forzadas, 2006.
4. Convenciones regionales para la protección de los derechos humanos: Convenio para la protección de los derechos humanos y de las libertades fundamentales, 1950; Convención americana sobre derechos humanos, 1969; Carta africana de los derechos del hombre y de los pueblos, 1981.
Otros textos internacionales de índole  Universal o Regional
1. Estatuto de Roma de la Corte Penal Internacional, 1998.
2. Convención de las Naciones Unidas sobre la eliminación de todas las formas de discriminación contra la mujer, 1979.
3. Declaración sobre la protección de todas las personas contra las desapariciones forzadas, 1992.
4. Principios rectores para la reglamentación de los ficheros computadorizados de datos personales, 1990.
5. Convenio del Consejo de Europa para la protección de las personas en lo referente al tratamiento automatizado de los datos de carácter personal, 1981.
6. Directrices de la OCDE sobre protección de la privacidad y flujos transfronterizos de datos personales, 1980.
De la misma manera, en el derecho internacional humanitario se encuentran contemplados una serie de derechos para los familiares, los cuales tienen como finalidad.
1. Salvaguardar ese derecho: las partes en un conflicto armado deben buscar a las personas dadas por desaparecidas.
2. El Estado debe facilitar las gestiones iniciadas por los miembros de las familias que hayan tenido que separarse a causa del conflicto, para ayudarles a restablecer el contacto y reunirse.
3. Las partes en un conflicto también tienen responsabilidades respecto de las personas fallecidas, en particular por lo que respecta a las medidas por tomar a fin de buscar a las personas fallecidas, recuperar e identificar los restos y establecer listas donde se indique el lugar exacto y la señalización de las sepulturas, así como la identidad de las personas enterradas.
Se debe observar que el derecho internacional de los derechos humanos se aplica en todo momento y en toda circunstancia a todas las personas sometidas a la jurisdicción de un Estado Parte, lo que significa que continúa aplicándose en situaciones de violencia, paralelamente al derecho internacional humanitario, que es específicamente aplicable en las situaciones de conflicto armado y que no puede ser objeto de derogación alguna. 
Debe recordarse, que existe la convención internacional para la protección de todas las personas contra las desapariciones forzadas, que fue el primer instrumento jurídico de carácter internacional, que prohibió y definió la desaparición forzada. Dicha convención se fundamentó en cuatro ejes fundamentales:
1. Combatir la impunidad. La Convención impone a los Estados la obligación de hacer comparecer ante la justicia a los autores de desapariciones forzadas.
2. Prevención. La Convención prevé algunos procedimientos como salvaguardias para impedir las desapariciones: deben registrarse los datos de toda persona privada de libertad en un lugar oficial; todos sus desplazamientos deben ser consignados y lo que es más importante aún, toda persona privada de libertad debe ser autorizada a tener contactos con el mundo externo y en particular, a comunicarse con sus familiares y su abogado. Estos tienen el derecho a ser informados de la detención y del lugar donde se encuent ra la persona.
3. Derechos de las víctimas. Esta Convención es la primera que reconoce explícitamente que las víctimas de la desaparición forzada no son sólo las personas desaparecidas, sino también sus allegados. Da a los familiares el derecho a saber lo sucedido a la persona desaparecida y reconoce a las víctimas de desaparición forzada el derecho a recibir una reparación por el agravio del que han sido objeto.
4. Aplicación. Se creó un comité internacional de diez expertos independientes para seguir de cerca la aplicación de la Convención. Para ello, los expertos pueden recibir informes de los Estados, pero también están facultados para recibir quejas de particulares. La Convención también prevé un procedimiento de hábeas corpus que permite a los familiares o a otras personas que teman que una persona ha sido víctima de desaparición forzada dirigirse directamente a ese comité internacional y, si su queja está justificada, este solicitará al Estado que busque a la persona desaparecida para saber dónde se encuentra.
Como podemos observar dentro del conjunto de normas internacionales, se da especial énfasis a la protección de los derechos de las víctimas y a los familiares de estas, dentro de un marco de violencia política. Estas pautas de justicia, verdad, reparación y paz, adquieren vital importancia en los casos de los familiares de las víctimas de desaparición forzada, al implementar la obligación que tiene el Estado de investigar y aclarar las circunstancias en las que desaparecieron, así como el derecho de conocer la identidad del autor y los participantes de los hechos. De igual manera, el derecho de los familiares de las víctimas de conocer el paradero de sus seres queridos, o el de recibir sus restos mortales en condiciones dignas y por último, el derecho a la reparación integral mediante el otorgamiento de compensaciones económicas, pensiones, prerrogativas tributarias, etc.
Legislación Colombiana
Nuestro país ha suscrito diversos tratados internacionales sobre derechos humanos, adoptándolos dentro de la legislación interna, de la misma manera, se han acogido medidas para garantizar los procesos de verdad, justicia y reparación en procesos de negociación con grupos armados ilegales, como es la Ley 418 de 1997, ¿por la cual se consagran unos instrumentos para la búsqueda de la convivencia, la eficacia de la justicia y se dictan otras disposiciones.¿, en la que se implementó la asistencia humanitaria en materia de salud, vivienda, crédito y educación para las víctimas y los familiares de las víctimas de la violencia política.
Mediante la Ley 589 de 2000, se tipificaron los delitos de genocidio, desaparición forzada, desplazamiento forzado y tortura, además de crear la Comisión Nacional de Búsqueda de desaparecidos (encargada de apoyar y promover la investigación del delito de desaparición forzada) y el mecanismo de búsqueda urgente.
Mediante Ley 975 de 2005, se ¿dictan disposiciones para la reincorporación de miembros de grupos armados organizados al margen de la ley, que contribuyan de manera efectiva a la consecución de la paz nacional y se dictan otras disposiciones para acuerdos humanitarios¿ y otros decretos reglamentarios como el 971 de 2005 sobre mecanismo de búsqueda urgente y el Decreto 7381 de 2004 sobre asistencia humanitaria.
No obstante la legislación anterior, específicamente en la Ley 418 de 1997, si por un lado garantiza una ayuda directa a las víctimas, que les permite acceder a la asistencia humanitaria, por el otro sustrae de esta posibilidad a sus familiares, al exigírseles que en caso de presentarse la desaparición de un ser querido, deben allegar el certificado de defunción de su familiar y por las circunstancias en que suceden los hechos o la naturaleza del delito, deben iniciar un proceso de muerte presunta para obtener el certificado y así acceder a la asistencia humanitaria.
Este proceso de muerte presunta implica varias situaciones a saber:
1. Se creó para facilitar la administración o disposición de los bienes materiales por parte de los familiares de la persona, que conscientemente, se ausente de su hogar, es decir, no necesariamente en casos de una violación de derechos humanos, como sucede en la desaparición forzada.
2. Este proceso implica un término de dos años para su reconocimiento, además de que requiere una inversión en dinero, al exigirse la publicación de tres edictos emplazatorios.
3. Revictimiza a los afectados y afectadas, al obligársele a sus familiares a ejecutar el acto oficial de declaración de muerte de sus seres queridos, cuando no se sabe lo que en realidad les ha ocurrido y no han recibido sus cuerpos, ocasionando serios daños emocionales.
4. La obtención del certificado de defunción mediante la figura de muerte presunta, se puede interpretar como la cesación de la investigación que debe adelantar el Estado, para buscar y encontrar a la víctima de desaparición forzada, además de la renuncia de sus familiares a encontrarlo.
Por tal razón, se propone mediante el presente proyecto de ley, la creación de la figura de la acción de declaración de ausencia por desaparición forzada, con la finalidad de instituir una herramienta legal que proteja el derecho a la personalidad jurídica, al estado civil y la integridad mental de las víctimas de desaparición forzada y reforzar la normatividad existente para que las distintas autoridades competentes, las víctimas, sus familiares y la sociedad colombiana, cuenten con un instrumento idóneo que proteja y reconozca esos derechos. 
Pliego de Modificaciones
Teniendo en cuenta las anteriores consideraciones, me permito realizar las siguientes modificaciones:
1. Título. Se modifica adicionando la expresión ¿acción¿ y la expresión ¿otras formas de desaparición involuntaria y sus efectos civiles¿, por las razones que expondré en la modificación del artículo primero.
2. Artículo 1°. Precisamos frente al objeto de la ley, el término jurídico ¿acción¿, como mecanismo judicial para declarar la ausencia por desaparición forzada, de igual manera, se introduce la expresión ¿y otras formas de desaparición involuntaria y sus efectos civiles¿, en el entendido que no solamente se puede presentar la desaparición forzada, sino que existen otras formas involuntarias que pueden calificarse como desaparición y por último se adiciona un parágrafo, que dispone la realización de campañas de difusión y pedagogía de la presente ley, por parte de diferentes entidades estatales y de control.
3. Artículo 2°. Para hacer concordante este artículo con las modificaciones efectuadas en el artículo precedente, se procede a introducir los cambios necesarios que así lo materialicen. 
De igual manera, por técnica legislativa, se traslada parte del artículo cuarto.
4. Artículo 3°. Por las razones expresadas en el artículo anterior, se procede a realizar las modificaciones pertinentes.
De igual manera se establecen los requisitos mínimos que de be contener la demanda, a fin de darle mayor integralidad al presente proyecto de ley.
5. Artículo 4°. Se propone que la competencia para conocer de la acción de desaparición, radique en cabeza del juez civil del último domicilio del desparecido o del domicilio de la víctima a elección de esta, posibilitando así que la acción pueda ejercerse de manera expedita.
6. Artículo 5°. Se establecen los principios que orientarán el trámite de la acción de desaparición forzada y se introducen términos para dar mayor claridad al texto del artículo.
De la misma manera se ordena la inscripción en el SIRDEC, en razón que esta es una herramienta de información veraz, oportuna y útil para identificar cadáveres en el territorio nacional, orientando la búsqueda de personas reportadas como víctimas de desaparición forzada y facilitando el seguimiento de los casos y el ejercicio del mecanismo de búsqueda urgente.
7. Artículo 6°. se cambia el título del artículo para fijar con precisión la finalidad del mismo y se modifica el término que debe transcurrir a partir de la publicación de la denuncia para que el juez dicte la sentencia correspondiente, de igual manera se precisan los derechos y efectos de la sentencia.
8. Artículo 7°. Se precisan los efectos de la declaratoria de ausencia y otras formas de desaparición, puesto que si no se hiciera, podría generar una sentencia inocua. De la misma manera se propone un parágrafo, donde se precisa que habrá lugar a la rescisión de la sentencia, si la persona declarada ausente por desaparición apareciere con vida. 
Proposición final
En armonía con lo antes escrito, proponemos a los miembros de la Comisión Primera del Senado de la República, se dé primer debate al Proyecto de ley número 59 de 2011 Senado, 20 de 2010 Cámara, por medio de la cual se crea la figura de la declaración de ausencia por desaparición forzada¿, con las modificaciones propuestas en el pliego que se adjunta.
Atentamente,
Luis Carlos Avellaneda Tarazona.
Senador Ponente.
 
TEXTO PROPUESTO PARA PRIMER DEBATE AL PROYECTO DE LEY NÚMERO 59 DE 2011 SENADO, 20 DE 2010 CÁMARA
por medio de la cual se crea la acción de declaración de ausencia por desaparición forzada y otras formas de desaparición involuntaria y sus efectos civiles.
El Congreso de Colombia
DECRETA:
Artículo 1º. Objeto de la ley. La presente ley tiene por objeto crear la acción de Declaración de Ausencia por Desaparición Forzada y otras formas de desaparición involuntaria y sus efectos civiles.
Parágrafo: El Gobierno Nacional, el Ministerio Público, la Fiscalía General de la Nación, la Comisión de Búsqueda de Personas Desaparecidas y las entidades territoriales adelantarán campañas de difusión y pedagogía de la presente ley.
Artículo 2º. Acción de declaración de Ausencia por desaparición forzada. Créase la acción de la Declaración de Ausencia por desaparición forzada y otras formas de desaparición involuntaria, entendiendo esta, como la situación jurídica de las personas de quienes no se tenga noticia de su paradero y no hubieren sido halladas vivas, ni muertas 
En ningún caso podrá exigirse que transcurra un determinado lapso de tiempo desde que se tuvo la última noticia del desaparecido y la presentación de la solicitud de la Declaración de Ausencia por Desaparición Forzada. En todo caso, el procedimiento será gratuito. 
Artículo 3º. Titulares. Podrán ejercer la acción de Declaración de Ausencia por Desaparición Forzada y otras formas de desaparición involuntaria , el cónyuge, compañero o compañera permanente o pareja del mismo sexo, y los parientes dentro del tercer (3) grado de consanguinidad, segundo (2) de afinidad o primero civil, o el Ministerio Público.
La demanda deberá contener por lo menos los siguientes requisitos: 
1. La designación del juez a quien se dirija. 
2. El nombre, edad y domicilio del demandante y parentesco con el desaparecido.
3. Los hechos que sirvan de fundamento a la pretensión, debidamente determinados, clasificados y numerados, tales como:
a) Estado civil del desaparecido.
b) Relación de sus bienes. 
c) Nombre y edad de sus hijos.
d) Nombre de su cónyuge, compañera o compañero permanente, o pareja del mismo sexo.
e) Actividad a la que se dedica el desaparecido.
4. La petición de las pruebas que el demandante pretenda hacer valer.
Artículo 4º.competencia. Será competente para conocer de la acción, el juez civil del último domicilio del desaparecido o del domicilio de la víctima a elección de esta.
Artículo 5º. Trámite. Recibida la solicitud para la Declaración de Ausencia por Desaparición Forzada y otras formas de desaparición involuntaria, el Juez requerirá a la Fiscalía General de la Nación o al Ministerio Público que conociere de la denuncia o queja, para que verifique la presentación de la misma y ordenará su inscripción en el Sistema de Información Red de Desaparecidos y Cadáveres (SIRDEC) y la publicación en un diario de amplia circulación nacional.
El trámite se orientará por los principios de inmediatez, celeridad y derecho a la verdad.
Artículo 6º. Sentencia. Transcurridos dos (2) meses, contados a partir de la publicación de la denuncia el Juez procederá a dictar sentencia en un plazo no mayor de quince (15) días, en la cual se declararán los derechos y efectos establecidos en el artículo 7° de la presente ley.
 Artículo 7º. Efectos. La Declaración de Ausencia por Desaparición Forzada y otras formas de desaparición involuntaria tendrá los siguientes efectos: 
a) Garantizar y asegurar la continuidad de la personalidad jurídica de la persona desaparecida.
b) Garantizar la conservación de la patria potestad de la persona desaparecida en relación con los hijos menores.
c) Garantizar la protección del patrimonio de la persona desaparecida incluyendo los bienes adquiridos a crédito y cuyos plazos de amortización se encuentren vigentes.
d) Garantizar la protección de los derechos de la familia y de los hijos menores a percibir los salarios, cuando se trate de un servidor público. 
e) El juez fijará como fecha de la ausencia por desaparición Forzada y otras formas de desaparición involuntaria, el día del hecho consignado en la denuncia o queja.
Parágrafo. En caso de aparecer viva la persona declarada ausente por desaparición forzada, habrá lugar a la rescisión de la sentencia.
Artículo 8º. Inscripción en el Registro Civil. La Declaración de Ausencia por Desaparición Forzada u otras formas de desaparición voluntaria deberá ser inscrita como tal en el Registro Civil de la víctima, por parte de la Registraduría Nacional o Seccional del Estado Civil que corresponda.
Artículo 9°. Continuación de las investigaciones. La Declaración de Ausencia por Desaparición Forzada u otras formas de desaparición voluntaria, no producirá efectos de prescripción penal, ni deberá impedir la continuación de las investigaciones dirigidas al esclarecimiento de la verdad y la búsqueda de la víctima hasta tanto no aparezca viva o muerta y haya sido plenamente identificada.
Artículo 10. Vigencia. La presente ley rige a partir de su promulgación y deroga todas las disposiciones que le sean contrarias.
Atentamente,
Luis Carlos Avellaneda Tarazona.
Senador Ponente.
 
Comisiones conjuntas aprueban proyecto de asociaciones público privadas
Minhacienda, Comunicado, Dic/6/11

En primer debate, las comisiones cuartas conjuntas del Congreso aprobaron el proyecto de ley para establecer los contratos de asociaciones público privadas. La iniciativa está dirigida a que los riesgos de los proyectos de infraestructura sean asumidos por los inversionistas privados y no por el Estado.
Sección: Congreso

Tema: Administración pública, contratación

Información relacionada:

Gobierno propone que asociaciones público privadas construyan obras de infraestructura
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